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ACTA CNAT N° 2764 

 

En la Ciudad de Buenos Aires, a los siete días del mes de setiembre de dos mil 

veintidós, la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, bajo la presidencia de 

la Dra. Beatriz E. Ferdman y representados por las/os doctoras/es: Dra. Gabriela 

A. Vázquez, Dra. María Cecilia Hockl,  Dr. Enrique Catani, Dra. Diana R. Cañal, 

Dr. José Alejandro Sudera, Dra. Andrea Erica Garcia Vior,  Dr. Alejandro H. 

Perugini,  Dra. Silvia E. Pinto Varela, Dr. Héctor C. Guisado, Dr. Manuel Diez 

Selva, Dr. Gabriel De Vedia, Dra. Graciela Craig, Dr. Carlos Pose,  Dra. Patricia 

Silvia Russo, Dra. Maria Dora González,  Dr. Luis A. Catardo,  Dr. Victor A. 

Pesino, Dr. Mario Fera, Dr. Roberto C. Pompa,  Dr. Alvaro E. Balestrini, Dr. 

Leonardo Jesús Ambesi, Dr. Gregorio Corach, Dr. Daniel E. Stortini  y el Sr. 

Fiscal General ante la Cámara Dr. Juan Manuel Domínguez, quien participa en 

los términos del art.31 de la ley 27.148, proceden a debatir, de manera presencial 

y remota, el temario del día de la fecha: 

1°) Tasa de Interés: Continuidad del debate del Acuerdo General de fecha 

31/8/22. 

La Dra. Ferdman propone elevar la tasa de interés a la tasa efectiva anual (TEA) 

para préstamos libre destino a 72 meses del banco nación. En función que la 

acumulación del índice inflacionario en los últimos 5 años (2017 a 2022) según 

BCRA arroja un total de 465% aproximadamente y la aplicación de la tasa efectiva 

anual implicaría cubrir ese incremento pues en el acumulado de 7 años (conforme 

su propuesta y gráficos acompañados) arroja un porcentaje de 521%. Propone su 

aplicación hacia adelante y hacia atrás, de esa manera se compensaría de algún 

modo el proceso inflacionario que se está viviendo. Reitera que, oportunamente, 

acompañó a todos los integrantes de este cuerpo los gráficos que respaldan su 

postura. 

La Dra. García Vior expresa: “Ante el planteo que nos convoca creo que todos 

hemos coincidido en que el mejor modo para analizar la razonabilidad de los 

resultados que arrojan las liquidaciones practicadas sobre la base de las Tasas 

dispuestas en las Actas CNAT 2601, 2630 y 2658 era recurrir a índices de 

readecuación monetaria tales como el RIPTE, el UVA, el CER, el ICL (alquileres) o 

el IPC. Aunque descartamos tomar en cuenta la variación cambiaria, debemos 

reconocer que la fluctuación del dólar estadounidense en el período que hemos 

tomado como ejemplo (2015/2022) ha arrojado valores aún más altos. Advertí que 

los índices o coeficientes de readecuación antes mencionados son útiles y 

eficaces en la medida que los porcentuales de variación se aplican sobre los 

valores vigentes al tiempo de publicarse, es decir sobre el total de lo adeudado a 

la fecha de su establecimiento, lo que se emparenta o asimila a la capitalización 

de intereses que si bien -como principio- está vedada por ley, es utilizada por el 

sistema financiero y cambiario bajo el ropaje de índices de ajuste. Vemos que los 



Poder Judicial de la Nación 

 

créditos bancarios, financieros e incluso los de los propietarios rentistas se 

revalorizan al ritmo en que se produce la depreciación de la moneda y, a su vez 

reconocen a los acreedores un interés puro (precio por el uso del capital 

independiente de la mora). Esta suerte no la corren los acreedores privados y 

menos aún los laborales.- En efecto cualquier tasa de las vigentes que se aplique 

(pueden consultarse las principales variables económicas en la página del BCRA) 

de forma directa y no acumulativa o capitalizando los intereses con cierta 

periodicidad, va a arrojar valores mucho más bajos que los que representaban los 

créditos de los acreedores laborales al tiempo de originarse. Esto sucedió con la 

Tasa Efectiva Anual Vencida Cartera General Diversa del BNA adoptada en el 

Acta 2658 CNAT y va a suceder con cualquier otra que se estime representativa 

del “precio cobrado por el uso del capital” (he verificado que los resultados de las 

distintas tasas publicadas como variables por el BCRA arrojan en el ejemplo 

tomado sólo  entre un 25% y un 35% del crédito establecido a valores actuales 

mediante el CER o el RIPTE) y ello – a mi ver-  porque pese a ser una tasa 

“efectiva” no se dispuso para el ámbito privado (no bancario) la capitalización 

periódica de intereses. En suma, adhiero a la propuesta que con tanto detalle y 

estudio efectuara la Dra. Gabriela A. Vázquez pero no en el entendimiento de que 

deba imponerse a la jurisdicción una interpretación determinada de las 

disposiciones del art. 770 del CCCN sino porque creo que la Cámara en su labor 

reglamentaria se encuentra facultada para disponer el método a utilizar para la 

aplicación de intereses (compensatorios y moratorios -767 y 768 CCCN-),  los  que 

además de reflejar la variación del precio  por el uso del dinero – mediante tasas 

variables y no fijas en un porcentual- deberían ser capitalizados con cierta 

periodicidad. Efectuados los cálculos, las periodicidades de los índices antes 

mencionados (diarios -CER- mensuales -UVA, trimestrales -RIPTE-) arrojan 

resultados que duplican el valor del crédito ajustado por RIPTE más una tasa pura 

del 6% anual (parámetro de razonabilidad arbitrariamente elegido), por lo que  me 

parece prudente y razonable disponer una capitalización anual tomando como 

punto de partida para la primera de ellas a la prevista en el art. 770 inciso b) del 

CCCN que puede aplicarse como parámetro y sólo por analogía  respecto de 

todos los créditos pendientes de cobro cualquiera sea la fecha en que se 

originaran o se dedujera la acción. Así, no veo la necesidad de modificar la tasa 

bancaria dispuesta en el Acta 2658, pero sí propongo incorporar en el texto de la 

resolución que  en función de lo dispuesto en el art. 771 del CCCN los 

magistrados y magistrados se encuentran facultados para reducir los intereses 

cuando la tasa fijada o el resultado que provoque la capitalización de intereses, 

excede sin justificación o desproporcionadamente, el costo medio del dinero para 

deudores y operaciones similares en el lugar donde se contrajo la obligación”. 

El Dr. Fera entiende que el sentido de este acuerdo es tratar de lograr que, en el 

período que comprende a los últimos años de nuestro país, caracterizado por una 
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distorsión de variables en el sistema económico y financiero, quien tiene un crédito 

laboral reconocido judicialmente, obtenga el mismo valor que debió percibir 

oportunamente, más sus correspondientes intereses. Consultó con dos 

economistas referentes y después de recoger datos y explicaciones técnicas sobre 

el comportamiento de la banca oficial, advierte la relatividad de las tasas de interés 

publicadas y su insuficiencia para el fin que interesa a este Tribunal.  

La aplicación de las tasas oficiales sobre el capital nominal de los créditos 

reconocidos no permiten cubrir, en definitiva, la desvalorización monetaria y los 

componentes moratorio y compensatorio requeridos. Dichas tasas, ya sea por su 

fijación anticipada a una realidad que las superó o por su pretensión de no influir 

en la expectativa inflacionaria, se exhiben como tasas “subsidiadas” de hecho. 

Cualquier caso testigo que fuimos analizando permite observar que los índices de 

actualización superan el resultado de las tasas que venimos aplicando tal como lo 

hacemos y otras tasas aplicables a valores históricos hipotéticos. 

Desde el saber económico se sugiere un método combinado para compensar la 

pérdida del valor de la moneda, ya sea un índice RIPTE + IPC, o IPC + UVA o 

CER. Y sobre esa base fijar una tasa pura del 6 o 7% anual, que son tasas 

internacionalmente recomendadas. Pero en el derecho argentino está prohibida 

con carácter general la actualización monetaria mediante la aplicación de pautas 

de ajuste. Por vía del derecho se puede lograr, en cambio, un resultado en 

concepto de intereses que resulte más viable y que se acerque a valores del IPC o 

del RIPTE. Desde lo jurídico, en el ámbito de esta Justicia Nacional del Trabajo la 

tasa que se aplica hoy es la Tasa Efectiva Anual del Banco de la Nación 

Argentina, que tiene una capitalización periódica. Pasado el año, se capitaliza con 

la tasa vencida, por eso se diferencia de la tasa nominal anual. 

Entiende que, a la hora de definir una tasa en este planteo de revisión que 

estamos efectuando, debe actuarse con prudencia evitando superponer la 

capitalización de intereses que autoriza como excepción el art. 770 del Código 

Civil y Comercial de la Nación. La Corte Suprema de Justicia de la Nación ha 

aplicado el art. 280 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación a recursos 

planteados contra decisiones provinciales que admitieron la aplicación de una vez 

y media la tasa activa en créditos laborales y tiene a estudio causas que han 

aplicado tasas superiores, lo cual puede tomarse como pauta referencial respecto 

de eventuales planteos para el supuesto de que esta cámara decida adoptar 

decisiones similares a las de los tribunales provinciales. Las alternativas posibles 

de decisiones a adoptar en este acuerdo, en definitiva y después de lo expuesto, 

estima que serían dos, 1) aplicar la Tasa Efectiva Anual una vez y media o, 

eventualmente, un porcentaje levemente mayor; o 2) aplicar el art. 770, inc. b), del 

CCyCN, es decir, capitalizando los intereses devengados hasta la notificación de 

la demanda y desde ese momento aplicar una tasa nominal anual, no efectiva, 
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susceptible de nuevas capitalizaciones que eventualmente se decidan (anuales o 

semestrales). 

La doctora Vázquez expresa que se informó con especialistas en economía para 

comprender con mayor profundidad el tema y entiende que, según el intercambio 

del Acuerdo General anterior, del 31.08.2022, la idea sobre la que todos y todas 

estamos de acuerdo es en que el crédito que se difiere a condena se acerque 

razonablemente, al momento del pago efectivo, a una suma que represente el 

mismo valor que tenía a la fecha de ser exigible. Que una pauta meramente 

orientativa puede ser el crédito histórico con IPC (o RIPTE o CER) más una tasa 

pura de entre el 6% y 8% anual desde la mora (p. ej., un 7% anual). Que, en 

consecuencia, la tasa de interés que se fije y su modalidad de aplicación debe 

tender hacia esas cifras como modelo de lo justo. Que, para lograr ese objetivo, se 

puede emplear como herramienta la fijación de una tasa moratoria más alta que la 

actual (cuya aplicación plana y lineal, como se ha hecho hasta ahora, no logra) o 

bien, mantener las tasas vigentes, pero empleando el recurso legal de la 

capitalización periódica, que actualmente permite el art.770 inciso b del CCyCN, 

leído en armonía con su inciso a.  Que la propuesta de fijar una tasa incrementada 

una vez y media o dos o lo que fuere, no le parece la modalidad más idónea, 

debido a la fluctuación que pueden tener las tasas y porque siempre estaríamos 

condicionados/as a las políticas gubernamentales en función de las cuales las 

tasas suben o bajan, a veces muy significativamente. Que por eso piensa que la 

herramienta jurídica más adecuada es la de la capitalización periódica de 

intereses por un plazo no inferior a seis meses, que es el valladar del art.770 

inciso a del CCyCN para la capitalización convencional y que incluso podría 

agregarse en la parte dispositiva de lo que se acuerde, como recomendación, 

algún agregado semejante al que consignó la Cámara Nacional en lo Civil en el 

plenario Samudio del 20.04.2009 (“salvo que su aplicación en el período 

transcurrido hasta el dictado de dicha sentencia implique una alteración del 

significado económico del capital de condena que configure un enriquecimiento 

indebido”), en sintonía con lo que fija el art.771 del CCyCN, para el caso que el 

juez o la jueza advirtieren que la capitalización, con la periodicidad fijada, diere 

como resultado un monto total que supere el modelo de lo justo sobre el que 

estamos pensando soluciones, o sea, un capital actualizado por IPC, RIPTE o 

CER más una tasa pura del 6% anual. De manera que, si la judicatura observare 

que se produce una distancia muy pronunciada, pueda corregirla prudencialmente. 

Postula mantener la tasa del Acta 2658/2017 - activa efectiva anual vencida, 

cartera general diversa del Banco Nación y capitalizar anualmente desde la fecha 

de notificación del traslado de la demanda, una tasa que el BNA informa desde 

2006. Que lo dice porque los cálculos de capitalización anual que ha realizado -

con distintos escenarios- con la tasa efectiva, p. ej., el ejemplo de $ 100.000 

exigible el 01.001.2015 -con una hipotética notificación de demanda el 01.02.2016-
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, sobre el que se trabajó, determina que el monto total resultante se acerque a lo 

que sería el modelo de lo justo. En el ejemplo, que la suma de $ 100.000 del 

01.01.2015 se corresponda a $ 2.100.000, si se tiene en consideración que esa 

misma suma con IPC más una tasa pura del 7% anual arrojaría aproximadamente 

la de $ 2.215.000.  Añade que es partidaria de mantener la tasa efectiva y no la 

nominal, porque analizó el devenir de ambas tasas y advirtió que, especialmente a 

partir del año 2018 y siguió en 2019, la TNA y la TEA se empezaron a distanciar 

mucho y entonces, con los cálculos que hizo (con los promedios de TNA y TEA de 

los años 2018 y 2019), la capitalización anual no alcanza a representar una suma 

justa, porque queda significativamente rezagada y por debajo de los $ 2.215.000. 

Que por esa razón propone que se disponga la capitalización anual desde la fecha 

de notificación de la demanda con la tasa vigente y que de no lograrse acuerdo en 

orden a que se recomiende mantener la TEA del acta 2658/2017 y las de las actas 

anteriores -que son nominales-, a todo evento, que se utilice la TNA del acta 

2658/2017 pero con una cadencia inferior a un año (nueve, ocho, siete o seis 

meses). 

El Dr. Corach entiende que son dos créditos de naturaleza distinta. Ello en cuanto 

a que el banco paga capitalización por intereses y el crédito del trabajador está en 

expectativa hasta que el tribunal lo reconoce. El plazo fijo toma cada año 

calendario. Si se capitaliza y se vuelve a cargar intereses, se está haciendo 

anatocismo. Son dos créditos de naturaleza diferente. Hay que buscar un sistema 

que sea prolijo y efectivo. 

La Dra. Cañal liminarmente considera imperativo interpretar la realidad a la que se 

ven sometidos los/las trabajadores/as, quienes hasta que finalmente logran que 

sea reconocido su derecho en la justicia, su crédito corre el riesgo cierto de la   

licuación y por lo tanto razonable la utilización de la herramienta de la 

capitalización.   

Luego, entiende que una capitalización de cadencia semestral, con más una tasa 

elevada, no solo desalentará el negocio financiero donde sea más interesante 

invertir un pasivo que pagar un crédito laboral (vistos en su conjunto, se convierten 

en una válvula de mercado), sino que también ayudará a lograr un fuero del 

trabajo con menores dilaciones, e incidentes en la etapa de ejecución, elevando el 

índice de juicios cobrados. Ello, sin perjuicio de las facultades de quien juzga de 

aplicar los intereses punitorios que pudieren corresponder, de acuerdo a la 

conducta asumida por la parte reticente al pago durante dicha etapa.   

Propicia en consecuencia, mantener la tasa conforme Acta Nº 2658, disponiendo 

un régimen de capitalización semestral, con arreglo a la misma.  

Ahora bien, dada la volatilidad de los mercados en su capacidad de modificar el 

valor del dinero, y la dificultad de su mensura de manera consensuada, se atendrá 

también a un piso mínimo conformado por el promedio de los coeficientes C.E.R. y 

R.I.P.T.E., tomados desde que cada suma es debida, y hasta el efectivo pago. En 
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caso de que no estuvieran publicados los últimos períodos de los índices en 

cuestión, correspondería correr hacia atrás la misma cantidad de tiempo que no se 

encuentre publicado, para compensar el lapso no computado y poder realizar una 

comparación en una misma cantidad de períodos. 

Si esta actualización indirecta no supera el piso referido, mantiene su criterio en 

materia de actualización. 

Antes de citar un precedente a tal fin, de manera de omitir mayores argumentos 

aquí, quiere reservar unos párrafos sobre el cuestionamiento a la aplicación de 

actualización a sabiendas de que la Corte lo dejará sin efecto, metodología con la 

cual supuestamente “se perjudica al trabajador”. 

Primero, no hay modo de “saber” lo que hará la Corte, solo hay probabilidades de 

que revoque siguiendo el criterio que mantenga durante un periodo, que no se 

sabe cuándo terminará, por cambios de mayorías, de opiniones, por reemplazos, 

etc.    

Prueba de ello fue la declaración de la naturaleza remuneratoria de los tickets 

canasta como juez de primera instancia en “Pérez, Aníbal Raúl c/Disco S.A.” 

(sentencia Nº 2252 del 27/4/2006, del registro del juzgado Nº 74), cuando la 

mayoría de la cámara consideraba lo contrario (de hecho, la Sala III revocó el 

decisorio) al igual que la C.S.J.N., quien por el contrario, modificó su criterio en 

esa misma causa (sentencia del 1/9/2009; P. 1911. XLII). Todavía hoy, el mismo 

es el dominante.  

Luego, esta es la prueba de las ventajas de un modelo continental que permite 

generar nuevas lecturas del derecho, que habiliten a reflexionar más allá del 

apodíctico “inveterado”. De este modo no quedamos al libre arbitrio de las 

personas, sino del derecho, a saber la Constitución Nacional. 

Bajo esta lógica, ¿puede haber errores de interpretación? Por supuesto, errare 

humanum est, y el juez será corregido merced a la revocatoria de su decisión, y si 

a su vez el que corrige se equivoca, no arrastrará imperativamente a otros. En 

todo caso, será reflexivamente, que es muy distinto. 

Por lo tanto, sigue considerando la más real de todas las maneras de conservar el 

poder adquisitivo del crédito, la indexación, si ninguna otra vía logra reparar la 

situación, razón por la cual preveo el piso mínimo. De hecho, que también lo 

pensó así el legislador, fundando en fallos de la C.S.J.N. (“Peralta Luis A. y otro c/ 

Estado Nacional”), al definir la situación de crisis y emergencia social, aunque 

enfocando hacia otro tipo de sujetos (más precisamente, el sistema financiero, 

conforme los considerandos del Decreto 905/2002). 

Por imperio de la Constitución Nacional misma, y teniendo en consideración los 

términos en los que se expresa la reforma del Código Civil que entrara en vigencia 

en 2015, el sujeto de preferente tutela no podía quedar afuera, luego no 

corresponde hoy desconocer estos principios constitucionales, ni la lógica que 

tanto el legislador cuanto la C.S.J.N. consideraron aplicables. 
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Retomando lo expresado precedentemente, con relación a la actualización de los 

créditos, me remito a los argumentos desarrollados en la causa Nº 75562/2017 

“MARAIN, LUISA BEATRIZ c/ ORELLANA, MIRTHA RAQUEL s/DESPIDO”, del 

registro de la Sala III, del 15/07/2022. 

El Dr. Fera aclara que estamos en un contexto de un acta que va a ser orientativa.  

El Dr.  Perugini está de acuerdo con la propuesta de la Dra. Vázquez. Discrepa 

con el Dr. Corach, pues considera que no son dos tipos de créditos diferentes 

porque se trata de compensar lo que habría percibido el acreedor de invertir su 

dinero. La propuesta radica en corregir el modo de aplicación de la tasa que al 

aplicarse en forma plana no capitaliza los intereses anualmente como lo hace en 

la realidad la tasa bancaria y licua el crédito en el tiempo, nada más. 

El Dr. Pompa dice: “Quiero expresar por este medio los fundamentos de mis 

posiciones en estos Acuerdos sobre el tema que nos convoca. Vuelvo a reiterar la 

importancia del tema que estamos tratando. Las miradas de los actores sociales 

que participan en los procesos que tramitan por ante nuestro Fuero están puestas 

sobre nosotros en estos momentos. Es cierto que no podemos someternos a las 

presiones y que siempre he defendido la independencia de la justicia y de los 

jueces y juezas de toda injerencia externa como interna. Pero no podemos dejar 

de escuchar los reclamos y más cuando esos reclamos provienen de las personas 

que gozan de preferente tutela constitucional y de las asociaciones de abogados 

más importantes que los defienden como lo son la Asociación de Abogados 

Laboralistas de Buenos Aires, la Corriente 7 de julio o el Instituto de Derecho 

Laboral de la AABA. Y con más razón, como se ha dicho en este Acuerdo, cuando 

los créditos laborales se han diluido por efecto de la inflación y cuando las tasas 

de interés que venimos aplicando, que como sabemos tienen un doble carácter, 

resarcitorio y moratorio, no han resultado suficiente para resguardar la integridad 

de créditos de contenido alimentario. Hemos visto en estos Acuerdos, que un 

crédito original de 100 pesos, en un lapso determinado, por efecto de las tasas 

que venimos aplicando se convierte en un monto menor a los 400 pesos, cuando 

en el mismo período por efecto de la inflación debió alcanzar la de 1300 ó 1400 

pesos y que si le agregamos un interés módico del 6 o el 8% anual llegaría a 

superar los 2200 pesos. Todos sabemos que el derecho del trabajo tiene un fin de 

tutela de los derechos de los trabajadores y que la ley de contrato de trabajo ha 

incorporado mecanismos de compensación para remediar las diferencias 

naturales e históricas que existen en toda relación de trabajo, por lo que si bien no 

podemos dejar de contemplar la incidencia económica que pueden arrojar 

nuestros fallos, tampoco podemos dejar de comprender las pérdidas que han 

sufrido los créditos de los trabajadores en  los últimos años por las tasas de 

interés que venimos aplicando. De manera que el proceso laboral no puede 

convertirse en una herramienta para desvirtuar la tutela que consagran las leyes 

de fondo sobre la materia. No podemos dejar de comprender la realidad. Cuando 
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la Doctora Cañal en sus sentencias declara la inconstitucionalidad de las leyes 

que prohíben la actualización monetaria lo que hace es comprender la realidad. 

Nosotros también debemos comprender la realidad. En lo personal, 

conceptualmente no tengo duda que la prohibición legal de indexar en los tiempos 

actuales deviene inconstitucional porque trae consecuencias que pueden 

considerarse confiscatorias. Es más, considero que ni siquiera debiera declararse 

la inconstitucionalidad de esas normas porque han desaparecido las causas que la 

originaron que era la convertibilidad un dólar equivalente a un peso. Hoy si tengo 

un consumo de un dólar tengo que pagar 300 pesos en más o en menos. Pero lo 

cierto es que no sabemos si la Corte Suprema lo avalaría y probablemente lo 

único que haríamos es demorar aún más el cumplimiento de las sentencias 

porque sería una cuestión federal que debería tratar la Corte y sobre esta cuestión 

la Corte ya se expidió en sentido negativo en causas como “Chiara Díaz” o en 

“Massolo”. Es más, en esta última causa sostuvo que el control de 

constitucionalidad solo puede operar cuando no exista otro remedio para 

salvaguardar el derecho que se intenta tutelar. Y precisamente nosotros tenemos 

a nuestro alcance los remedios para alcanzar esa salvaguarda, que están 

contenidos en la aplicación del artículo 770 del nuevo Código Civil y Comercial a 

través del instituto de la capitalización de los intereses desde la notificación de la 

demanda, por lo que lo único que deberíamos hacer es aplicarlo y si el artículo 

770 en su inciso b) lo autoriza “desde” significa que debe hacerse, disculpen la 

redundancia, hasta un “hasta”, por lo que debemos admitir también un período de 

cadencia. Algunos sostienen que el inciso b) del artículo 770 deja un vacío en 

cuanto determinar esa cadencia. Yo creo que la solución está dada en el primer 

inciso cuando menciona un período de capitalización “no menor de 6 meses”, por 

lo que la cadencia, en el sentido de la aplicación de la norma más favorable, 

debería ser cada 6 meses hasta que se produzca, si se produce, la situación del 

inciso c). Es decir, entiendo que no era necesario fijar un plazo en el inciso b 

porque ya estaba contemplado en el inciso a y que no deberíamos acudir a otros 

plazos previstos para otros créditos porque nos estaríamos alejando de la 

situación que intentamos aplicar dentro del artículo 770. Esta es mi opinión. Ahora 

bien, con el fin de alcanzar un consenso en el marco de este Acuerdo, estaría 

dispuesto a aceptar un período de cadencia anual de capitalización de los 

intereses. Le agradezco al Dr Fera la explicación que nos ha brindado sobre la 

subsidiariedad de las tasas de intereses para prevenir un efecto inflacionario. 

También a los que dijeron que no se puede capitalizar intereses en tasas que ya 

comprenden alguna capitalización en su determinación. Ahora entiendo, por los 

fundamentos que he venido sosteniendo, que la tasa cuya solución permita 

arrimar a una cifra similar a lo que hubiese significado la pérdida por la 

desvalorización de los créditos de contenido alimentario, sin caer en la 

actualización monetaria, es decir lo que los autores llaman actualización indirecta, 
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y sin caer en cifras que puedan ser desmedidas, aunque en este caso entiendo 

que los jueces pueden recurrir al mecanismo de reducción previsto en el artículo 

771 del mismo código, es el mantenimiento de las tasas que se vienen aplicando, 

pero con una capitalización de los intereses, desde la notificación de la demanda y 

con una cadencia que entiendo que debiera ser de 6 meses, pero que puedo 

aceptar para lograr un consenso, que sea calculada de modo anual. Por otro lado, 

entiendo con relación a las leyes que fijan un interés legal, que ello no debiera ser 

óbice para aplicar la capitalización de intereses cuando esas leyes no dispongan 

otro criterio de capitalización o actualización, por lo que entiendo que no 

deberíamos expedirnos sobre esa cuestión. En cuanto a la vigencia temporal, 

entiendo que debe ser desde la vigencia del nuevo Código, desde la notificación 

del traslado de la demanda cuando la misma se haya producido estando el nuevo 

código vigente, aunque el crédito pueda ser anterior y en cuanto a su extensión, a 

todas las causas que no tengan sentencia firme. Estos son queridos colegas, los 

fundamentos de mis votaciones. Muchas gracias.” 

La Dra. Pinto Varela destaca que resulta claro que a todos les preocupa el tema 

de los intereses ya que es la tercera vez que se reúnen a debatirlo. Considera que 

es necesario definirse y pronunciarse respecto al alcance del art. 770.  Está de 

acuerdo con la propuesta de la Dra. Vázquez. 

La Dra. Hockl señala que en el acuerdo anterior habló del componente de 

capitalización que tiene la actual tasa efectiva dispuesta por acta 2658. Cree que 

hay que llegar a un consenso, teniendo en cuenta que si bien se debate la forma 

en que debe aplicarse el anatocismo dispuesto por el CCyC, como señala el Dr. 

Corach no se puede aplicar de modo que los intereses de una tasa que ya 

contempla la capitalización sean nuevamente capitalizados, lo que implicaría un 

indebido doble anatocismo. 

El Dr. Guisado recuerda que, en otros acuerdos, se fijaron tasas positivas. La 

solución está por la vía de la capitalización con tasa nominal.  

El Dr. Fera detalla que, esa es la segunda propuesta que esbozó. Está de acuerdo 

con lo que señala la Dra. Pinto Varela respecto del alcance del art. 770. Luego, 

queda para ver el tema de la periodicidad y que tasa se aplica. 

La Dra. Vázquez acota que el Código Civil y Comercial de la Nación de 2015 

modificó sustancialmente la cuestión del anatocismo, el que vedaba por regla y 

con mayor intensidad el art.623 del Código Civil, ya que el nuevo código habilita la 

capitalización para los créditos dinerarios demandados judicialmente en el art.770 

inciso b “desde la fecha de la notificación de la demanda”. Que, si bien el artículo 

dice “desde”, no dice hasta cuándo. Que, por esa razón, ante el silencio del 

precepto, es válido interpretar, por analogía, que la acumulación de intereses 

puede operar por períodos no inferiores a seis meses, como lo indica el inciso a) 

para la capitalización convencional, más allá que existan casos especiales en los 
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que el lapso puede ser menor, como en la cuenta corriente bancaria (art.1398, 

CCyCN).  

El Dr. Stortini menciona: “Esta ya es la tercer convocatoria que tenemos sobre el 

tema intereses. En la segunda, donde participé por zoom en razón de mi intenso 

estado gripal, al concederme la palabra la señora Presidenta creo que en tercer 

lugar, anticipe que debido a los diversos proyectos enviados por algunos colegas 

sobre el punto, peticioné expresamente que una razón de método y de lógica era 

que antes de debatir todos y cada uno de esos proyectos, era imprescindible:1 ) 

debatir si estábamos de acuerdo con la capitalización o no,  2) y luego, una vez 

determinada la capitalización o no, recién se polemizara respecto de la tasa de 

interés.. Advierto que en este tercer acuerdo recién se ha visto esa necesidad de 

hacerlo, pese a que -lo reitero-    a que en ese segundo acuerdo, nadie brindó 

respuesta a mi solicitud. . O sea que, ante ese silencio, entendí en ese momento 

que me dijeron "agréguese y tienese presente". 

A continuación y luego de un amplio debate se procede a decidir si se aplica o no 

la capitalización del art. 770 inc. b) del Código Civil y Comercial. Por mayoría se 

resuelve, aplicar la capitalización del art. 770 inc. b) del Código Civil y Comercial. 

Acto seguido, se procede a resolver si la capitalización se aplica por única vez o 

con periodicidad. Por mayoría, se resuelve establecer que la capitalización se 

realice con periodicidad.   

En este estado se retira el Dr. Corach y el Dr. Catardo. 

Seguidamente, la señora Presidenta propone decidir si se mantienen las tasas de 

interés establecidas en las Actas CNAT Nros. 2601/14, 2630/16 y 2658/17, con 

capitalización anual desde la fecha de notificación de traslado de la demanda o, si 

se establece la aplicación de la tasa nominal anual cartera general diversa del 

Banco Nación, con capitalización semestral desde la fecha de notificación de 

traslado de la demanda. Por mayoría SE RESUELVE: Mantener las tasas de 

interés establecidas en las Actas CNAT Nros. 2601/14, 2630/16 y 2658/17, con 

capitalización anual desde la fecha de notificación de traslado de la demanda 

En este estado se retira el Dr. Pesino 

Luego, por mayoría, se acuerda sugerir que la tasa de interés resuelta es aplicable 

a las causas sin sentencia firme sobre el punto. 

A pedido de la Dra. Cañal, se deja constancia que la votación referente a la 

siguiente sugerencia se realiza de manera nominal y que no se transcribe la 

discusión previa. 

Por último, se procede a votar si se aclara o no, que lo sugerido en este acuerdo 

es para aquellos créditos que no tengan un régimen legal en materia de intereses 

aplicable. Por la primera opción lo hicieron las/os doctoras/es: Hockl, Perugini, 

Guisado, Pinto Varela, Diez Selva, Pose, Russo, González, Stortini, Ambesi y 

Ferdman, total 11 (once) votos. Por la segunda opción, lo hicieron las/os 

doctoras/es: Vázquez, Catani, Cañal, Craig, Pompa, Balestrini y Fera, total 7 
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(siete) votos. El doctor Sudera se abstiene. En consecuencia, por mayoría SE 

RESUELVE:  

Aclarar que lo sugerido en este acuerdo es para aquellos créditos que no tengan 

un régimen legal en materia de intereses aplicable. 

Con lo que terminó el acto, de todo lo cual doy fe. 

FDO: FERDMAN- VAZQUEZ- HOCKL- CATANI- SUDERA- GARCIA VIOR- 

PERUGINI- CAÑAL- PINTO VARELA- GUISADO- DIEZ SELVA- DE VEDIA- 

CRAIG- POSE- RUSSO- GONZALEZ- CATARDO- PESINO- FERA- POMPA- 

BALESTRINI- AMBESI- CORACH- STORTINI- DOMINGUEZ.- 

Ante mí: Silvia Seguro. Secretaria General 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 


